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A nivel mundial, los movimientos transnacionales de mano de obra
sin documentación migratoria han ido en aumento durante los últi-
mos años. La Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha estima-
do que el flujo de inmigrantes no documentados se incrementa en
seis millones anualmente.1 También se ha calculado que alrededor
de 42 millones de inmigrantes legales trabajan fuera de su país de
origen y que junto con sus familiares suman alrededor de cien mi-
llones de personas. No debe olvidarse que la migración ha sido con-
cebida por los estudiosos como un fenómeno en donde originarios
de una región se trasladan a otra, en forma temporal, por lo general
en busca de oportunidades de empleo.
Se considera que las migraciones mundiales han sido impulsadas
por factores principalmente económicos, aunque también han influ-
ido de manera importante aspectos sociales, políticos y culturales, y
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cuando aquellos factores han aumentado en forma significativa, las
circunstancias han conllevado problemas en las relaciones interna-
cionales. Este dinamismo se encuentra intrínsecamente relacionado
con las asimetrías entre los países desarrollados y en vías de desarro-
llo, que se han venido acentuando durante los últimos años. Es de-
cir, a mayores disparidades, problemas y carencias entre fronteras,
mayor es la brecha y más difícil es que ésta se acorte.
A la vez, el estrepitoso desarrollo de la tecnología ha permitido una
comunicación mucho más rápida, ágil y muy variada, logrando co-
nexiones mucho más estrechas entre comunidades de ambos lados
de las fronteras. Esta situación ha permitido que se expandan las
redes que interconectan a múltiples comunidades, lo cual da como
resultado la construcción de comunidades transnacionales. Es decir,
se ha establecido una circulación de viejos y nuevos flujos de traba-
jadores que inician su proceso de forma temporal, pero después de
un tiempo generan tales condiciones en el lugar de destino que se
mueven en varias direcciones y algunos llegan a vivir simultáneamen-
te en más de un espacio nacional. Independientemente de las dife-
rencias en las afinidades históricas, formaciones sociales e identida-
des culturales, a través de las fronteras se han reconfigurado nuevas
formas de vida así como innumerables conexiones entre inmigran-
tes y sus comunidades de origen.2 De hecho aquellos migrantes que
deciden no trasladarse más de un lugar a otro cruzando frecuentemen-
te la frontera y establecen residencia fija, luchan constantemente por
ser incluidos en todos los ámbitos, y continúan manteniendo un ti-
po de lazo —económico, político y casi siempre sociocultural— con
sus lugares de origen.
Éste es precisamente el caso de la frontera México-Estados Uni-
dos, que hoy constituye una de las zonas más dinámicas y porosas
del mundo, en donde circulan miles de productos y personas diaria-
mente, lo que ha permitido generar una intensa relación de intercam-
bios. Sin embargo, durante los últimos años, esta frontera se ha conver-
tido en una de las regiones más vigiladas y fortificadas del mundo,
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enfrentándonos ante un hecho importante que no podemos sosla-
yar: una creciente militarización.
Esta actitud no responde a las causas intrínsecas de la inmigra-
ción, originada por fuerzas estructurales poderosas enraizadas en re-
laciones económicas y sociales y procesos complejos, que no son
controlados tan fácilmente por leyes y mucho menos con murallas.
La existencia de un mercado de trabajo para inmigrantes es un hecho
inexorable y ha constituido por muchos años un factor de atracción
en sí mismo. Estas crecientes interconexiones sociales proveen hoy
de un vehículo aun más poderoso para promover la inmigración,
convirtiéndose a su vez en factores que estimulan incluso mayor mi-
gración. Es decir, se ha desarrollado un sistema único de contratación
de mano de obra transnacional, de carácter informal, que actualmen-
te se constituye en el patrón tradicional para emigrar. Hoy día, con
las sofisticadas comunicaciones e interconexiones, los empleadores
de un condado estadunidense fácilmente contratan a un trabajador
mexicano de un pueblo o municipio específico del cual probable-
mente han obtenido otros trabajadores, convirtiéndose éste en un
patrón de contratación de mano de obra.3
En este ensayo, pues, analizaré cómo a partir de la globalización,
los flujos de bienes y capital circulan con mayor velocidad en la
frontera entre México y Estados Unidos, a la vez que ha surgido por
ende una relación más dinámica no sólo entre los gobiernos, sino
entre los diversos actores que juegan en ella. Simultáneamente, la
política migratoria estadunidense se ha endurecido de manera sig-
nificativa, y se ha reforzado la frontera con México de forma tal que
el resultado ha sido una militarización de la zona. Comento sobre
ciertas consecuencias que ha traído consigo esta sobreprotección,
que a la vez ha generado múltiples acuerdos para ordenar las rela-
ciones fronterizas, sobre todo en materia de migración; y cómo,
ante nuevas ofensivas e iniciativas unilaterales por parte de Esta-
dos Unidos, como lo han sido las reformas a las leyes de inmi-
gración y bienestar social de 1996, no sólo la colaboración bilateral
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persiste, sino que han surgido múltiples iniciativas para administrar
el fenómeno.
GLOBALIZACIÓN Y RELACIONES TRANSFRONTERIZAS
En los umbrales del siglo XXI, sin duda uno de los conceptos más
debatidos ha sido el de globalización, teoría que se ha convertido
en la praxis cotidiana en varias regiones del mundo. Así, durante la
década de los noventa, se han celebrado numerosos acuerdos y
convenios internacionales, como los de la Comunidad Europea y el
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLC). La Comu-
nidad Europea, formada por un bloque de naciones con intereses
comunes, hoy conforma una región donde circulan no sólo bienes,
capital e información, sino recursos humanos, a costa de los debati-
dos impactos nacionalistas y culturales de algunos países miembros.
En cambio, en la región de América del Norte, el TLC se limitó, desde
sus orígenes, a establecer un acuerdo de intercambio comercial y de
inversión entre los tres países que la conforman, dejando a un lado
el intercambio de fuerza laboral. Ha sido particularmente agudo el
debate que ha surgido en diferentes regiones del mundo con res-
pecto a los posibles impactos que ha tenido y tendrá la globalización
en diversos ámbitos hasta el momento, ha tenido como resultado la
desintegración de las rígidas barreras que anteriormente impedían
el movimiento internacional de bienes materiales, de personas y ser-
vicios tecnológicos, intelectuales y financieros, entre otros.
Los importantes avances tecnológicos han sido determinantes para
que los bienes y el capital que hoy circulan en varias regiones del
mundo, estén sustentados con base en reglas claras a través de las di-
versas modalidades que han establecido estos acuerdos internaciona-
les. No cabe duda que dichos tratados han dado un marco legal al di-
námico flujo de transacciones mundiales, facilitando el movimiento
transnacional de múltiples productos y de jugosas inversiones.
Fruto de una paulatina y sistemática integración económica du-
rante los ochenta, los gobiernos de México, Estados Unidos y Ca-
nadá comenzaron a negociar el TLC a fines de esa década, mismo que
fue aprobado por sus gobiernos y entró en vigor en 1994. Por su
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parte, el gobierno de México, con el fin de institucionalizar la refor-
ma económica emprendida por la administración de de la Madrid y
velozmente incentivada por la de Salinas, percibió que este tratado
internacional constituiría uno de los más importantes del siglo XX
para nuestro país. Desde su concepción, se pretendía fomentar un
proceso de integración, bajo una estructura y un marco de negocia-
ción y consulta bilateral, el cual suponía propiciar un mayor desa-
rrollo de los vínculos entre los diversos sectores económicos de las
sociedades en cuestión y, por ende, una mayor cooperación entre
actores e instituciones. A cinco años de la implementación del TLC, no
podemos negar el estrepitoso crecimiento en inversión y flujos comer-
ciales4 entre los tres países, que por supuesto ha traído consigo mayo-
res relaciones políticas e innumerables conexiones interinstitucionales.
Uno de los objetivos intrínsecos del TLC era promover un desarro-
llo económico tal, que daría estabilidad económica al país en general
y a la frontera en particular. Históricamente, para Estados Unidos el
mantener una frontera con México estable y segura ha significado
un elemento fundamental para su seguridad nacional. Se percibe
que una frontera altamente activa en términos económicos, necesa-
riamente requiere estabilidad para que fluyan los recursos. Desgracia-
damente, esta zona se ha visto afectada cuando han surgido crisis
económicas severas en uno y/u otro país. Es evidente que esta aper-
tura ha afectado en forma determinante a la frontera México-Estados
Unidos, una de las más grandes y dinámicas del mundo, por donde
circulan alrededor de trescientos millones de personas anualmente,
amén de un sinnúmero de productos que entran y salen por los 3100
kilómetros que nos dividen.
Es un hecho que durante el siglo XX, las relaciones transfronteri-
zas se fueron incrementando significativamente en todos los niveles,
y tanto Estados Unidos como México se han esforzado por organi-
zarlas y estructurarlas. Para tal efecto, se han establecido diversos
mecanismos a través de redes formales e informales con el fin de
fomentar el diálogo y la consulta, promoviendo en forma ordenada
la integración de las comunidades. Esto ha sido más evidente a partir
de fines de la década de los ochenta, pues tanto autoridades guber-
namentales como empresarios e industriales, comerciantes, acadé-
micos y miembros de la sociedad civil en general, y de los ámbitos
local, estatal y federal, se han reunido con frecuencia para resolver
problemas de toda índole en las diversas áreas de intercambio o con-
flicto en ambos lados de la frontera.
En términos generales, los esfuerzos por institucionalizar los lí-
mites de esta zona5 se han caracterizado por ser fundamentalmente
de carácter económico, puesto que se ha buscado desarrollar una
zona alejada del centro del país, hasta hace unos años poco poblada
y con problemas de abastecimiento de productos nacionales, entre
otros muchos más. Con este ánimo, se permitió el establecimiento de
franquicias, se aplicaron medidas para otorgar permisos de importa-
ción, exención de impuestos y medidas arancelarias, para su ágil pro-
moción. A la vez, se establecieron múltiples programas federales con
el fin de incentivar el crecimiento económico en la zona: se echó a
andar el Programa Nacional Fronterizo 1961-1965; el Programa de In-
dustrialización Fronteriza y el de Fomento Económico de la Faja
Fronteriza Norte y las Zonas y Perímetros Libres en 1972.6 De estos
programas el de mayor trascendencia ha sido el de la industria, ya que
dio origen a la instalación de las primeras maquiladoras con el fin de
crear empleos y hacer más atractiva la zona fronteriza en sí y, de esta
manera, poder evitar la continua y masiva salida de inmigrantes en bus-
ca de trabajo, mejores ingresos y oportunidades en Estados Unidos.
Con el fin de institucionalizar la región, se han firmado varios acuer-
dos entre los gobiernos de México y Estados Unidos para resolver,
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en la medida de lo posible, problemas de diferente índole que ve-
nían afectando las relaciones bilaterales en general y fronterizas en
lo particular. Entre algunos de los acuerdos sobre cuestiones fron-
terizas destacan: el de la distribución de frecuencias de radio y tele-
visión en la frontera, de 1982; el de la protección del ambiente en
la frontera común, de 1983; de salud pública, protección ambiental,
contaminación atmosférica y desechos peligrosos en la frontera, que
se firmaron en 1985, 1986 y 1987, respectivamente; el de uso de te-
léfonos celulares cerca de la frontera, de 1988. Notablemente, en 1989,
año en que comienza a negociarse el TLC, se firmaron numerosos
acuerdos: el relativo al control de narcóticos, el de financiamiento
de obras públicas para la limpieza del Río Bravo en la zona de Nue-
vo Laredo, y el de tratamiento de aguas negras del Río Tijuana; y un
año más tarde, el relativo al transporte transfronterizo por autobús.
La lista anterior excluye los acuerdos que se celebraron y otros que
se intentó celebrar en materia comercial y de inversión, los cuales
culminaron, como ya lo señalé anteriormente, con el TLC.
De acuerdo con el informe anual 1999 del Southwest Center for
Environmental Research and Policy, la frontera México-Estados
Unidos se encuentra sumamente activa económicamente. Existen
alrededor de 12 400 000 personas de las cuales 6 500 000 viven en
los 25 condados estadunidenses y 5 800 000 habitan en los 35 mu-
nicipios mexicanos en esta larga frontera. Alrededor de 18 ciudades
son pares instaladas prácticamente sobre la línea divisoria, cuyos
habitantes tienen establecida una variada gama de relaciones econó-
micas, familiares, sociales y culturales. Esta población va en aumen-
to vertiginoso, ya que para el año 2020 se ha proyectado que se
duplicará a cerca de 24 000 000 (10 000 000 del lado estadunidense
y 13 400 000 del mexicano) dada la alta tasa de nacimientos así
como la de migración. Esta actividad económica ha sido benéfica
para la zona, debido principalmente a que la industria maquiladora
continúa expandiéndose, a pesar de que algunas han pospuesto sus
inversiones en virtud de que para el año 2001 deberán pagar im-
puestos de importación por aquellos componentes que provengan
de fuera de la región. En este rubro, México exportó bienes equi-
valentes a 118000000 de dólares en 1998, un incremento de 8 000 000
con respecto al año anterior, y por ende esta industria sigue creando
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empleos, independientemente de la alta movilidad laboral que siem-
pre la ha caracterizado.
Si bien el TLC dio un tratamiento distinto a la frontera con respec-
to al resto del país, estableciendo diversas etapas de incorporación
para la industria y el comercio, no incluyó un acuerdo ad hoc con
respecto a los cuantiosos flujos humanos que por la frontera cruzan
anualmente. No obstante que el gobierno de México propuso el tema
de la migración en las discusiones iniciales sobre el TLC, fue la renuen-
cia del gobierno estadunidense lo que dio lugar a que no se incluyera
en la agenda. Se estableció, sí, un acuerdo explícito para inversionistas
e intercambio de profesionistas, inspirado en el Acuerdo de Libre
Comercio firmado entre Estados Unidos y Canadá, delimitado a una
cuota de alrededor de cinco mil personas anualmente.
No debemos olvidar que en el pasado se celebraron acuerdos en
materia laboral, tales como los convenios de braceros entre 1942 y
1964, que permitieron la entrada legal de muchos miles de trabaja-
dores mexicanos. Al inicio, ambos gobiernos administraron el reclu-
tamiento de trabajadores agrícolas mexicanos, y posteriormente se
violaron las cláusulas de los convenios quedando la contratación y
administración de los trabajadores en manos de los empleadores,
situación que no mantuvo exentas de tensión las relaciones bila-
terales. Diversos estudios han comprobado que estos convenios
incentivaron la migración de trabajadores no documentados, co-
rriente que ha prevalecido y desde entonces ha ido aumentando
significativamente.
Hay que reconocer que el tradicional flujo de migrantes mexica-
nos hacia Estados Unidos en busca de empleo o mejores condiciones,
así como de aquellos provenientes de muchos países que en vía de
tránsito han utilizado nuestro territorio para cruzar la frontera, han
venido aumentando año con año y han hecho de ella una región con
los más altos grados de tensión y conflicto. Si bien es cierto que a
raíz de las negociaciones del TLC ha habido una interacción y coope-
ración mucho más estrecha entre ambos países con respecto a diver-
sos asuntos incluyendo la migración, lo que ha dado lugar a que se
establezca un clima positivo de colaboración bilateral, también es
cierto que la emigración masiva, sobre todo de indocumentados, cons-
tituye todavía un asunto muy delicado y continúa siendo un tema
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fundamental y prioritario, que afecta la agenda de relaciones Méxi-
co-Estados Unidos.
¿REFORZAR O MILITARIZAR LA FRONTERA?
Durante la década de los noventa el gobierno estadunidense ha
establecido medidas tendientes a ejercer un mayor control o sobre-
protección en la frontera. Dicho control se ha realizado a través de
un aumento sustancial de recursos económicos, destinados principal-
mente a incrementar la vigilancia con un número significativo de pa-
trullas, así como nuevos métodos altamente sofisticados de detección,
con el fin de impedir el libre tránsito de migrantes provenientes no
sólo de México, sino de Centroamérica, toda Latinoamérica e incluso
Asia y África.
El tema sobre inmigración ha llegado a ser sumamente contro-
versial y álgido en el debate nacional, no sólo en el ámbito político
sino también en los medios y la sociedad estadunidense en general.
A partir de la segunda mitad de la década de los ochenta, pero en
forma más acentuada a partir de los noventa, subió sustancialmente
el tono en el debate norteamericano sobre los efectos negativos atri-
buidos a la migración de mexicanos en general y de indocumentados
en particular. Se recrudeció la discusión sobre qué hacer para con-
tener el flujo y se adoptaron diversas medidas unilaterales. Así, el
asunto de la inmigración se ha venido discutiendo áspera y agresi-
vamente, lo que ha dado como resultado el surgimiento de críticas
abiertas y ofensivas verbales que han redundado en un candente de-
bate cuantitativa y cualitativamente diferente al de hace algunos años.
El tema de una política de inmigración abierta se ha vuelto crítico,
y se ha añadido ahora un tinte racista y de etnicidad.7
Dicho debate ha centrado su atención en los aspectos negativos
de los inmigrantes y sus efectos en la economía. Como resultado de
ello, se ha dado pie al surgimiento de propuestas, iniciativas y refor-
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mas de ley altamente antiinmigratorias, afectando los intereses y la
seguridad de los inmigrantes. Tal es el caso de propuestas como
la 187 en 1994, 209 en 1996 y 227 en 1998 en California —estado
altamente poblado por inmigrantes mexicanos—; las iniciativas y re-
formas a las leyes de Inmigración y Bienestar Social de 1996 —que
prohíben a los nuevos inmigrantes hacer uso de los servicios socia-
les públicos—, entre otras, todas las cuales han afectado los inte-
reses y la seguridad de los inmigrantes legales que ya gozaban de
dichos servicios.
La primera de las tres iniciativas aprobadas en California que re-
fleja este ánimo antiinmigrante es la Propuesta 187, la cual proponía
excluir a los indocumentados de las escuelas y otros servicios públi-
cos en el estado; la 209 pretende eliminar los beneficios adquiridos
por las minorías a través de la política de Acción Afirmativa; y la 227,
la cual eliminaría los fondos que apoyan la educación bilingüe, dado
que se estima como un fracaso para la integración plena de la pobla-
ción, poniendo fin a tres décadas de educación en dos lenguas en
algunas de las escuelas californianas.
Debo destacar que la Propuesta 187 constituyó un parteaguas en
el cambio de actitud de la sociedad estadunidense ante la presencia
de inmigrantes, principalmente indocumentados, como una manifes-
tación del movimiento conservador, pues ha fomentado la polarización
racial y ha hecho consciente a la población en general de las minorías
étnicas frente a la mayoría blanca decreciente. Esta situación también
tuvo un impacto sin precedentes en la opinión pública mexicana,8
pues diversos sectores de ésta manifestaron como una de sus pre-
ocupaciones más importantes el que la propuesta era peligrosa por
las repercusiones que podría tener en el consenso estadunidense,
tanto por las iniciativas semejantes que surgieron en otros estados,
como por las que se discutieron en el seno del Congreso y posterior-
mente fueron aprobadas como leyes.
Así, el clima generado por la aprobación de dicha propuesta in-
fluyó de manera importante para la promoción de medidas más
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radicales de control migratorio y que fuera legítimo quitar a los in-
migrantes legales el acceso a servicios federales, como la Ley de Res-
ponsabilidad Inmigrante y Reforma a la Inmigración Ilegal de 1996
(Illegal Immigration Reform and Immigrant Responsibility Act of
1996, IIRIRA), firmada por el presidente Clinton el 30 de septiembre
de ese año.
El principal propósito de esta legislación, una de las más severas
y restrictivas en la historia de la inmigración estadunidense, es con-
trolar la inmigración ilegal y reducir el acceso de los inmigrantes
legales a los programas de educación y bienestar social. Las prin-
cipales provisiones son: reforzar los controles para vigilar la fronte-
ra; incrementar sanciones al tráfico de inmigrantes y castigar a quie-
nes falsifican documentos; inspeccionar, aprehender, detener y
deportar a extranjeros inadmisibles; y establecer nuevas restriccio-
nes a empleadores. El resultado ha sido una mayor rigidez incluso
que la de las reformas a la ley aprobadas con anterioridad, en el
sentido de que ahora se responde más severamente a la migración
de indocumentados.
Cabe recordar que la Ley de Reforma y Control de Inmigración
(Immigration Reform and Control Act, IRCA) fue una de las más impor-
tantes, ya que a la vez que legalizó a alrededor de 3 000 000 de per-
sonas que se encontraban residiendo en Estados Unidos —2 300 000
de ellos indocumentados mexicanos—, incrementó sustancialmente
el presupuesto de la Patrulla Fronteriza con el fin de detener a los
inmigrantes indocumentados provenientes principalmente del sur
de su frontera y estableció, por primera vez, sanciones a empleado-
res que contratan a indocumentados, medida esta última pocas ve-
ces observada e implementada por las autoridades competentes.
Durante la década de los noventa, las autoridades estadunidenses
se propusieron evitar la entrada del flujo masivo de inmigrantes
indocumentados adoptando medidas destinadas a reforzar sobre
todo la seguridad en su frontera sur. Así, mediante fondos adicio-
nales se ha incrementado sustancialmente la vigilancia fronteriza
con el fin de capturar y deportar en mayor cantidad y con mayor efi-
ciencia a los indocumentados; asimismo, se han implementado me-
didas para el combate contra los contrabandistas de inmigrantes.
Para ello, se han erigido sofisticadas y altamente tecnificadas bardas
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en puntos críticos, y se ha aumentado significativamente el número
de patrullas fronterizas.9
La administración de Clinton, por su parte, ha venido implemen-
tando medidas tendientes a incrementar notablemente la vigilancia
en la frontera mediante el establecimiento de diversas operaciones,
tales como, durante varios años, tres fases de la operación Gatekeeper
en San Diego, California; Blockade en El Paso, Texas; o Safeguard en
Nogales, Arizona; actividades que han intentado obstaculizar la en-
trada no autorizada, tanto como sea posible, en los lugares más co-
munes de cruce de la frontera mexicano-americana. Por ejemplo, en
el tramo de 66 millas del condado de San Diego, hay alrededor de
2 500 agentes trabajando —una proporción seis veces mayor que
antes del inicio de la operación Gatekeeper—; se ha construido una
barda de 44 millas, hay diez helicópteros patrullando y se han insta-
lado 1 200 sensores y 60 potentes móviles con sensores infrarrojos que
pueden detectar a gran distancia cualquier cuerpo en movimiento.10
Es un hecho que se han incrementado significativamente los fon-
dos para contratar a un número importante de agentes de la Patrulla
Fronteriza en esa zona, con el fin de aprehender y deportar a los inmi-
grantes no autorizados. El Servicio de Inmigración y Naturalización
(Immigration and Naturalization Service, INS) ha venido invirtiendo
recursos significativos en alta tecnología, como el sistema Ident, el
cual identifica fotografías y huellas digitales de todos los extranjeros
aprehendidos.11
Hoy, los migrantes que ingresan a Estados Unidos sin autorización
fácilmente pueden ser deportados por los puentes internacionales
fronterizos —procedimiento estándar para aquellos que no han co-
metido ningún delito y aceptan voluntariamente ser deportados—.
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9 Desde 1994 el número de agentes se ha duplicado de cuatro mil a ocho mil y se ha señala-
do que muchos de ellos no tienen la experiencia requerida para realizar su trabajo con profe-
sionalismo: el 30 por ciento de los que trabajaron durante 1999 tenía sólo dos años de expe-
riencia. Véase Mónica Verea, “Perspectivas de la inmigración de mexicanos a los Estados
Unidos”, Senado de la República Seminario Interparlamentario México-Estados Unidos (Mé-
xico: 15 de junio de 1999), parte 23, p. 4.
10 “Illegal Immigrants Die as Heat Rises Peril of Border Crossings”, The Washington Post,
14 de agosto de 1998, p. 29.
11 Se incluyen 290 000 criminales extranjeros y 1 300 000 indocumentados. Véase “North
America: Border”, Migration News, julio de 1999.
Sin embargo, es más difícil deportar a los migrantes no mexicanos,
ya que permanecen en un Centro de Detención hasta confirmar su
estatus o hasta regresarlos a su país de origen; estos centros ya están
saturados por lo que, en varias ocasiones se deja en libertad a los
migrantes a la vez que se les da un citatorio para que comparezcan
en una audiencia.12 Por lo general, estas personas desaparecen, segu-
ramente en busca de empleo, objetivo primordial que los llevó a
cruzar la frontera.
Otros claros ejemplos del proyecto de militarización fronteriza in-
cluyen la iniciativa de construir, a lo largo de 22 kilómetros inicial-
mente en la ciudad de Tijuana, una triple cerca metálica iluminada
en sus tramos urbanos; y la de emplear las bases militares cercadas
como centros de detención de extranjeros ilegales. Asimismo, se ha
planteado unir esfuerzos entre el INS y el Servicio de Aduanas, con
el fin de ejercer un mayor control para detectar el ingreso de indocu-
mentados y el tráfico de drogas principalmente en la frontera.
Al respecto, cabe destacar que actualmente el Congreso estadu-
nidense está tratando de reorganizar y descentralizar el INS con el fin
de hacerlo más ágil y operativo, ya que tiene una gran cantidad de
trabajo retrasado. Por ejemplo, hay 4 400 000 solicitudes pendientes
para autorizar algún tipo de beneficio a inmigrantes, entre las que se
encuentran 1 800 000 solicitudes de naturalización, por las cuales
se cobraría una cuota individual de 225 dólares. En varias ocasiones,
el Congreso ha ordenado al INS que tome recursos de ciertas parti-
das presupuestales para aplicarlos en el reforzamiento fronterizo: en
1998, 518 000 000 de dólares del presupuesto de servicios fueron uti-
lizados para detenciones y asilos, entre otros.13
Con el reforzamiento tan brutal de la vigilancia en la frontera, se
ha incrementado cada vez más la violencia y por ende, ha habido
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12 “Texas, principal punto de entrada de ilegales centroamericanos”, Excélsior, 21 de sep-
tiembre de 1998, 5(A).
13 Actualmente se encuentran en discusión en el seno del Congreso varias iniciativas de
ley, entre las cuales encontramos la que crearía el National Immigration Bureau que tendría
cuatro funciones: servicios (Oficina de Adjudicaciones), vigilancia (Oficina de Vigilancia),
detenciones (Servicios de Declaración), y de apoyo (Oficina de Administración). Cabe
destacar que la Ley de Reestructuración y Contabilidad de Inmigración de 1999 (Immigration
Restructuring and Accountability Act of 1999, HR2680) está considerando la restitución de la
cláusula 245i de la Ley de Inmigración de 1996, según la cual se pagaría una multa por haber
más violaciones a los derechos humanos de los migrantes. Algunas
consecuencias se han manifestado ya, entre las cuales destacamos sólo
las siguientes, donde podemos apreciar que nuestros connacionales
han sido afectados gravemente:
a) El reforzamiento fronterizo no necesariamente ha disminuido
el número de personas que cruzan la frontera, pero ciertamen-
te ha desviado el flujo hacia lugares más remotos y peligro-
sos.14 Aunque el número de aprehensiones haya bajado en
algunas áreas, es difícil medir la eficiencia de dicho reforza-
miento por la cantidad de patrullas fronterizas que, como decía-
mos, se han duplicado de 1993 a 1999, de cuatro mil a alrede-
dor de ocho mil agentes, y según las cláusulas de la IIRIRA, se
requiere todavía emplear a mil agentes por año hasta 2002.
Aún más grave, en junio de 1999 el Senado estadunidense apro-
bó una legislación que autorizaría al Departamento de De-
fensa enviar tropas militares para ayudar al INS y al Servicio de
Aduanas, explícitamente para combatir el terrorismo y el tráfi-
co de drogas, lo cual nos confirma, una vez más, el deseo de
militarizar la frontera.
b) Los cada vez mayores riesgos y dificultades para ingresar a te-
rritorio estadunidense han traído como consecuencia el aumen-
to sustancial de las violaciones a los derechos humanos, debido
a los riesgos y dificultades que implica el entrar y permanecer
en Estados Unidos sin documentos. Los inmigrantes que cru-
zaban la frontera por lugares tradicionales ahora lo hacen por
puntos más remotos y/o peligrosos, por lo que esto se con-
vierte en una cuestión de vida o muerte. Se ha registrado un
aumento importante en las acusaciones por disparos, viola-
ciones, golpizas, asesinatos, aparentemente perpetrados por la
Patrulla Fronteriza. Desde 1997, alrededor de 220 mexicanos
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permanecido más tiempo del autorizado por la visa, en lugar de deportar al migrante a su
lugar de origen. Véase “Congress: Reorganize INS?”, Migration News, septiembre de 1999.
14 Algunos inmigrantes potenciales, por ejemplo, han intentado cruzar a través del desier-
to de Arizona, a pesar de que se lanzó un programa denominado Stay Out, Stay Alive con el
fin de disuadirlos.
han muerto cruzando la frontera sin autorización.15 Las razones
del aumento en el número de muertes han sido la deshidrata-
ción, exposición excesiva al sol e hipotermia, dado que intentan
cruzar por lugares desolados y peligrosos. También los críme-
nes por odio han aumentado sustancialmente desde que se
aprobó la Propuesta 187 en 1994. Las estadísticas publicadas
en el Washington Post demuestran que desde 1993 han muerto
un promedio de seis migrantes por semana, en su mayoría
ahogados al tratar de cruzar los caudalosos ríos de la frontera
con Texas, por ejemplo. 
c) Los contrabandistas de indocumentados, también denominados
“coyotes”, han elevado sustancialmente los costos del tráfico
humano, haciendo el negocio muy lucrativo y sofisticado. Por
ejemplo, los “polleros” pueden cobrar entre 800 y 1 500 dóla-
res para transportar a salvo a cada indocumentado a Los Ánge-
les.16 Asimismo, los contrabandistas han sofisticado sus estrate-
gias, configurando pasaportes falsos de países con visa waiver
(visa diferida)17 para evitar su verificación consular, con el fin de
cruzar la frontera y llegar al lugar de destino a salvo.
d) El reforzamiento de la vigilancia ha provocado un estímulo para
incentivar mayor discriminación en contra, no sólo de trabaja-
dores indocumentados sino también de aquellos que parecen
extranjeros. En las contrataciones laborales hoy se pondera la
calidad migratoria por encima de la capacidad del candidato
para un trabajo específico.
e) El modelo tradicional de la migración temporal ha cambiado
por uno de mayor permanencia, debido al temor de no poder
ingresar nuevamente a territorio estadunidense. De esta mane-
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15 Luis Herrera Lasso, “The Impact of US Immigration Policy on US-Mexican Relations”,
Voices of Mexico, no. 46 (enero-marzo de 1999): 47.
16 “Putting People in Harm’s Way”, Los Angeles Times, 21 de septiembre de 1998, 5(B).
17 El Programa Piloto de Visa Diferida (Visa Waiver Pilot Program, VWPP) inició en 1998, y
permite ingresar a territorio estadunidense por 90 días sin visa a nacionales de 29 países: Por-
tugal, Singapur y Uruguay, que ingresaron recientemente a la lista que ya gozaba de este privi-
legio; Andorra, Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Brunei, Dinamarca, Finlandia, Francia,
Alemania, Islandia, Irlanda, Italia, Japón, Liechtenstein, Luxemburgo, Mónaco, Holanda, Nueva
Zelanda, Noruega, San Marino, Eslovenia, España, Suecia, Suiza y el Reino Unido.
ra, el indocumentado permanece más tiempo de lo planeado,
aumentando con ello el stock (reserva) de indocumentados.
f) La creciente vulnerabilidad de los indocumentados cada vez es
más evidente, pues confrontan un ambiente altamente adverso
y cargado de odio, sin poder obtener una mínima protección.
Esta condición que empeora los ha forzado a permanecer menos
visibles y, por supuesto, a aceptar salarios más bajos, sin tener
la posibilidad de utilizar los servicios sociales.
g) La nueva prohibición en contra del uso de beneficios sociales
por los inmigrantes legales establecida por la IIRIRA y las refor-
mas a la Ley de Bienestar Social, denominadas Personal Res-
ponsibility and Work Opportunity Act (PRWOKA), han presionado
para que se desarrolle un movimiento masivo para obtener la
ciudadanía.18 La naturalización es un fenómeno relativamente
nuevo entre residentes mexicanos, dada la cercanía geográfica.
Hasta mediados de los noventa eran pocas las solicitudes de
naturalización —alrededor de 250 000— provenientes de la co-
munidad latina. Sin embargo, esta tendencia ha venido cam-
biando drásticamente, ya que el INS recibió 543 000 solicitudes
en 1995, 1 300 000 en 1996 y 1 500 000 personas la solicitaron
en 1997.19 Tan sólo se concedieron 637000 naturalizaciones en
1998 y existe un cúmulo de 1800000 solicitudes que se encuen-
tran pendientes de aprobación o rechazo. La oficina del INS sos-
tiene que hubiese admitido a 140 000 candidatos más, pero
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18 La Oficina de la Contaduría General (General Accounting Office, GAO), a través de su
informe publicado en junio de 1999, concluyó que las reformas a la Ley de Bienestar Social,
que quitaron a muchos inmigrantes legales el derecho a utilizar los servicios sociales, moti-
varon también que una gran cantidad de ellos buscara la naturalización. 927 338 inmigrantes
se volvieron ciudadanos estadunidenses en 1997, mismos que recibieron 735 000 000 de
dólares en beneficios como 328 000 000 de dólares en ingresos suplementarios para seguri-
dad (supplemental security income) que representaron el 8 por ciento para los que se natu-
ralizaron, comparado con el 2 por ciento de quienes lo recibieron como ciudadanos
estadunidenses. Durante el mismo año, en California, alrededor del 24 por ciento de los que
se naturalizaron obtuvieron servicios médicos (Medi-Cal benefits), comparado con tan sólo el
8 por ciento de los residentes estadunidenses; y 6 por ciento de los naturalizados recibieron
ayuda temporal para familias necesitadas (temporary assistance for needy families), compara-
do con el 2 por ciento de los nacidos en Estados Unidos. Véase “North America: Citizenship
and Borders”, Migration News, julio de 1999.
19 “More Wait to Pledge Allegiance”, The New York Times, 18 de abril de 1998, 1(A).
existe una lentitud inexplicable en el proceso. Esta situación evi-
dencia el ineficiente y anticuado sistema de naturalización que
se maneja, pues se tienen que esperar no meses sino hasta años
para obtenerla.20 Asimismo, debe anotarse que hacia fines de
1998 había un total de 890 000 personas solicitando la obten-
ción del estatus de inmigrante legal, siete veces más que en
1994.21 No debe olvidarse que alrededor de dos terceras partes
de los aproximadamente 800 000 inmigrantes admitidos legal-
mente en 1996 y 1 200 000 en 1997 —la cifra más alta de la
década—22 fueron parientes de ciudadanos y residentes per-
manentes.
En términos generales, podríamos afirmar que un mayor control en
la frontera ha propiciado prácticamente una militarización y con ello
se ha promovido más violencia en la región en general, y acciones en
contra de los derechos e intereses de los inmigrantes en particular.
CRECIENTE BILATERALISMO
A pesar de la adversa situación para nuestros indocumentados, duran-
te la década de los noventa las consultas bilaterales sobre migración
aumentaron en frecuencia y ampliaron su alcance. Así y tal como lo
he señalado en otras ocasiones, las relaciones México-Estados Uni-
dos han avanzado un trecho desde el diálogo apenas cordial de los
años setenta a un nuevo espíritu de colaboración bilateral en los no-
venta que no cabe duda que sorprende, pues se da precisamente en
un contexto de nuevas fuentes de tensión.23
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20 “Immigration Agency Plans to Speed Citizenship Applications”, The New York Times, 8
de agosto de 1998, 11(A).
21 En muchas poblaciones, ciudadanos estadunidenses han presentado múltiples deman-
das respecto a que llevan esperando hasta dos años para ser entrevistados con el fin de que
sus parejas puedan obtener la residencia permanente. En: http://www.ins.usdoj.gov/graph-
ics/publicaffairs/newsrels/Legal.htm, noviembre de 1999.
22 “Immigration: Suspicious Minds”, The Economist, 4 de julio de 1998, p. 25.
23 Para mayor información consúltese Manuel García y Griego y Mónica Verea,
“Colaboración sin concordancia: la migración en la nueva agenda bilateral México-Estados
Unidos”, en Mónica Verea, Rafael Fernández de Castro y Sidney Weintraub, coords., Nueva
Con respecto a la mayor colaboración en la frontera, se han pues-
to en marcha nuevas actividades conjuntas: se han facilitado los movi-
mientos transfronterizos que promueven actividades económicas en
general y comerciales en particular, así como el paso de personas con
documentos. También se ha propuesto compartir información para
cooperar activamente en la lucha en contra de traficantes de indocu-
mentados, y combatir la violencia y criminalidad en dicha zona. En
términos generales, se han establecido actividades en torno a la pro-
tección de los derechos de los nacionales mexicanos.
Este patrón de consultas recurrentes ha contribuido a establecer
una leve redefinición de intereses, lo que antes no se hubiera espe-
rado. Esto es, aun cuando Estados Unidos ha adoptado medidas unila-
terales, como la construcción de murallas y el reforzamiento tan sig-
nificativo de nuestra frontera en común, se han celebrado consultas
sustantivas al respecto. Cabe destacar que desde 1977 se estableció
el Grupo de Trabajo sobre Migración y Asuntos Consulares, uno de
los dieciséis órganos que conforman la Comisión Binacional. Duran-
te los últimos veinte años este grupo ha tratado de lograr un mínimo
entendimiento común, con el fin de encontrar soluciones a algunos
problemas migratorios y consulares específicos. Desde entonces se
han creado diversos mecanismos bilaterales para poder atender el
complejo fenómeno migratorio. No es mi intención abordar cada uno
de los acuerdos que se han logrado durante los últimos años, fruto de
este acercamiento; sin embargo, es digno de mencionarse que, por
primera vez desde hace años, se acordó iniciar conjuntamente un
programa piloto de repatriación voluntaria al interior del país que
operaría en la región de San Diego, California.24 A pesar de que los
resultados de este acuerdo fueron interpretados en su momento
como negativos para los mexicanos, dado que tácitamente nuestro
gobierno aceptó colaborar en medidas tendientes a desalentar la mi-
gración de indocumentados y/o repatriarlos, es una muestra no muy
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agenda bilateral en la relación México-Estados Unidos, Colección Política y Derecho (México:
ITAM, CISAN-UNAM, FCE, 1998), 107-134.
24 Este programa incluye a migrantes mexicanos indocumentados que reincidan en su
intento por cruzar la frontera y que acepten voluntariamente regresar a un punto cercano a
su lugar de residencia, en vez de ser repatriados a una ciudad fronteriza. El costo de los via-
jes de repatriación debe ser sufragado por el gobierno de Estados Unidos.
costosa en términos políticos de que existe disponibilidad por esta-
blecer un diálogo para resolver, en la medida de lo posible, el tan
difícil problema. 
Cabe destacar que el gobierno de México creó en 1990 el Grupo
Beta, policías seleccionados de los tres niveles —federal, estatal y
municipal— bajo la supervisión del Instituto Nacional de Migración,
como un instrumento para salvaguardar la integridad física y moral
de los migrantes, independientemente de su calidad migratoria. Su
labor ha sido proteger a nuestros connacionales de la extorsión de
la cual son víctimas a diario en la frontera, durante su tránsito hacia
Estados Unidos. Hoy, con los mismos objetivos, operan los grupos
Ébano y Alfa en distintos puntos fronterizos.
Con respecto a mejorar las condiciones de repatriación, en 1996
se puso en marcha un programa denominado Mecanismos de con-
sulta sobre funciones del Servicio de Inmigración y Naturalización y
protección consular, con el fin de atender casos específicos.25 Desde
entonces se ha brindado especial interés al tema de la notificación
y acceso consular para migrantes detenidos, así como a los arreglos
locales para una repatriación de nacionales más ordenada en varios
puntos de la frontera, por ejemplo entre Laredo y Nuevo Laredo; Ciu-
dad Juárez y El Paso; Baja California y California, etc. No debemos ol-
vidar que la política de emigración mexicana se ha centrado básica-
mente en la protección de los derechos humanos y laborales en los
lugares clave de Estados Unidos, en la medida de sus posibilidades,
es decir, con el escaso personal con que se cuenta en los consulados.
Posteriormente, en 1997, a propósito de la visita del presidente
Clinton a México, se adoptó la “Declaración conjunta sobre migra-
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25 El 7 de mayo de 1996 los dos gobiernos suscribieron el “Memorándum de enten-
dimiento sobre protección consular de nacionales de México y de Estados Unidos”, en el
cual se expresó la voluntad de los dos gobiernos para consolidar esfuerzos que garanti-
cen el respeto de los derechos humanos de los migrantes y para atender situaciones que
vulneran la integridad física, la dignidad y la seguridad de sus nacionales cuando se
encuentren en territorio de la otra parte, independientemente de su situación migratoria.
El memorándum ha facilitado la protección consular y ha otorgado protección especial a
migrantes menores, mujeres embarazadas y personas en situación de riesgo, incluyendo
a los enfermos y a quienes pudieran ser sentenciados a la pena de muerte. Véase Rosario
Green, “Relación bilateral México-Estados Unidos”, XVI Reunión de la Comisión Bina-
cional México-Estados Unidos (SRE, México, 4 de junio de 1999, mimeo), 2.
ción”, la cual reflejó un compromiso político para avanzar hacia un
enfoque integral del fenómeno. Durante el mismo año, se concluyó
el Estudio Binacional México-Estados Unidos sobre Migración, elabo-
rado por especialistas en el tema de ambos países, el cual esperemos
sea la base para encontrar intereses comunes.
Conscientes del daño ocasionado a nuestros connacionales por la
aplicación de la Ley de Inmigración de 1996 y las operaciones
impuestas durante la década de los noventa, en la XIV Reunión de
la Comisión Binacional, celebrada en mayo de 1997 como respuesta
a la escalada de violencia en la frontera, los presidentes de ambas
naciones adoptaron un programa denominado Nueva Visión de la
Frontera, como una estrategia para transformar esta zona en un mo-
delo de cooperación bilateral mediante el fortalecimiento de la segu-
ridad pública, la infraestructura y el desarrollo económico y social
de las comunidades fronterizas. Específicamente y puesto que dicha
ley establece un programa escalonado de cada una de sus disposi-
ciones, las comisiones sobre migración han tratado de resolver cues-
tiones específicas tales como: posponer hasta el 31 de marzo de
2001 la entrada en vigor del Programa de Control de Entradas y Sa-
lidas en las Fronteras Terrestres y Marítimas de Estados Unidos, y la
reducción de 45 a 13 dólares por el cobro de visas láser para meno-
res de quince años, las cuales reemplazarían las tarjetas de cruce
fronterizo y se expedirían hasta el 30 de septiembre de 2001.
El 15 de febrero de 1999, en ocasión de la visita de Clinton a
Mérida, éste y el presidente Zedillo firmaron el “Memorándum de
entendimiento sobre cooperación contra la violencia fronteriza”,
acuerdo que pretende investigar los actos violentos, dada nuestra
gran preocupación por la creciente criminalidad en la zona. Se acep-
tó que los cónsules de México y los fiscales federales de la región
fronteriza cooperaran activamente, con el fin de llevar a cabo inves-
tigaciones de incidentes que involucran el uso “excesivo” de la
fuerza letal.
Por último, en la reunión del Grupo de Trabajo sobre Migración
y Asuntos Consulares del 3 de junio de 1999 en México, en el
marco de la XVI Reunión de la Comisión Binacional, se acordó am-
pliar la agenda de trabajo para incluir los vínculos existentes entre
migración y desarrollo, específicamente remesas, mercados labo-
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rales y consecuencias sociales de la migración. Todos estos acuer-
dos nos indican el acercamiento existente entre ambos gobiernos,
con el fin de atenuar los resultados que han traído las iniciativas
unilaterales extremas que los Estados Unidos han aplicado durante
esta década.
CONSIDERACIONES FINALES
La sofisticada construcción de la altamente tecnificada barda electró-
nica para inaugurar el siglo XXI con el fin de cerrar una de las fronte-
ras más socorridas del mundo, por donde cada año cruzan cerca de
trescientos millones de personas, reflejo de los asombrosos vínculos
que unen a ambos países, no evidencia que haya un espíritu positivo.
El desarrollo de una campaña estadunidense altamente antiinmi-
gratoria durante los noventa tuvo un fuerte impacto en la aproba-
ción de iniciativas, propuestas y leyes que han afectado los intere-
ses de los inmigrantes. El gobierno estadunidense ha respondido a
la cada vez más intolerante opinión publica, que percibe al inmigran-
te como alguien que amenaza no sólo las oportunidades de empleo
y salarios de los nacidos en Estados Unidos, sino que constituye un
alto riesgo para la descomposición de su sociedad y su cultura, con
un aumento exorbitante de recursos para controlar más su frontera
sur, con el fin de contener a esta ola de indeseables. El énfasis en
militarizar la frontera constituye un ejemplo más del deseo de ejer-
cer su poder unilateral como Estado soberano a través de las opera-
ciones puestas en marcha. El fortalecimiento de la vigilancia en los
puntos fronterizos más transitados por los migrantes ha causado
serios conflictos en la zona. Por lo anterior, se ha puesto de relieve
la creciente vulnerabilidad de los trabajadores inmigrantes indocu-
mentados que ahora cruzan por lugares más remotos y sumamente
peligrosos, enfrentándose a un medio cada vez más hostil, sin con-
tar con la más mínima protección.
Las acciones aprobadas e implementadas han creado una situación
nueva mucho más perversa, costosa y contraproducente para los
ciudadanos estadunidenses. Los refuerzos en la frontera no necesa-
riamente han disminuido el número de migrantes indocumentados
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que intentan cruzar, pero han logrado hacerla más difícil y peligro-
sa, convirtiéndola en una zona en que se permanece más tiempo y,
como consecuencia no intencionada, engrosando por tanto el stock
de indocumentados.
Debe reconocerse que existe una enorme contradicción entre los
propósitos intrínsecos del TLC y el debate francamente antiinmigra-
torio que ha traído como consecuencia la aprobación de leyes y
medidas ultraconservadoras y propuestas incendiarias durante la dé-
cada de los noventa en Estados Unidos. Confrontamos una situación
ambivalente en donde hay una política de puertas abiertas para el
comercio, servicios y flujos de inversión y, a la vez, nos enfrentamos
a una política de puertas cerradas con respecto al tránsito de perso-
nas, lo cual ofrece un panorama difícil de confrontar y administrar. 
Es difícil manipular los mercados laborales que dependen de ma-
no de obra barata, pues las fuerzas socioeconómicas continúan sien-
do más poderosas que el reforzamiento del control migratorio. A
pesar de que el tema de la inmigración puede convertirse en una
preocupación electoral del año 2000 que enardezca el debate antiin-
migratorio hasta hacerlo retroceder a los niveles de la década de los
noventa, hay que tomar en consideración ciertos elementos que pue-
den amainar esta situación. No podemos negar que Estados Unidos
continúa con un gran dinamismo e importante expansión económi-
ca, y en la mayoría de los estados se han registrado cifras récord de
bajas tasas de desempleo, inclusive para la comunidad latina, lo que
ha suscitado la posibilidad de contratación de mano de obra extran-
jera, en caso de escasez de la local. Inclusive se ha registrado un im-
portante aumento en la demanda de empleos en el sector servicios,
así como en las industrias altamente tecnificadas o high-tech, que
están atrayendo a inmigrantes con altas y hasta bajas habilidades
y/o capacidades.26
Reconocemos en este trabajo los logros y avances que se han
realizado para establecer una mayor colaboración bilateral en mate-
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26 Recientemente, el senador republicano por Texas, Phil Gramm, propuso incrementar el
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65 000 a 115 000 para el periodo 1999-2000.
ria de migración y cooperación fronteriza. También estamos cons-
cientes que esta situación se ha dado en un contexto difícil, y que
en cualquier momento en años anteriores, cuando había muy poca
comunicación al respecto, habríamos calificado esta actitud como
antimexicana y poco favorable para la colaboración. Esto nos lleva
a plantear la hipótesis de que la colaboración entre gobiernos puede
surgir precisamente de situaciones conflictivas que se presentan en
sus relaciones.27 No me cabe la menor duda que, aunque todavía
no son suficientes, los múltiples acuerdos y memorándums de enten-
dimiento muestran una mayor colaboración en múltiples temas rela-
cionados con la migración México-Estados Unidos.
Finalmente debemos pues cuestionarnos si, en los umbrales del
siglo XXI, deseamos una frontera militarizada o queremos una más
porosa, en donde verdaderamente se respeten los derechos humanos
y laborales, previamente establecidos en acuerdos bilaterales o los
que restan por formular. Es importante resaltar que se ha desperta-
do el interés de algunos sectores, tanto en México como en Estados
Unidos, por establecer un tipo de convenio de trabajadores tempo-
rales o huéspedes, cuya consideración sería conveniente.
Ahora más que nunca se requiere de mayor colaboración para
emprender proyectos bilaterales conjuntos a largo plazo, para regu-
lar y administrar un fenómeno de facto que se encuentra estructu-
rado en las fuerzas socioeconómicas de ambos países. Es indispen-
sable continuar con los esfuerzos que se han logrado y utilizar los
estudios y herramientas con que se cuenta, con el fin de construir
acuerdos que convengan a ambas naciones. No cabe duda que la
inmigración seguirá constituyendo un poderoso factor de cambio en
ambos lados de la frontera y por ende necesitamos un mejor enten-
dimiento, comprensión y cooperación para estar alertas a las trans-
formaciones del futuro.
LOS INMIGRANTES 43
27 Véase Verea, Fernández de Castro y Weintraub, coords., Nueva agenda bilateral...
